CASO AL-ADSANI V. REINO UNIDO

CORTE EUROPEA DE DDHH-STRASBOURG

SENTENCIA 21 DE NOVIEMBRE 2001
1. DERECHOS HUMANOS INVOLUCRADOS: 

- Art. 3, (prohibición de tortura) 

- Art. 6.1 (acceso a la justicia como presupuesto del debido proceso)  y 

- (Art. 13 (derecho a un recurso ante la Justicia, effective remedy) de la ECHR)
2. LOS HECHOS DE LA CAUSA:

El Sr. Sulaiman Al-Adsani, peticionario del caso, ciudadano británico y kuwaití, luchó como piloto en la guerra del Golfo por parte de Kuwait en 1991. Se quedó en ese país hasta que cayó en desgracia donde el Sheik, un hombre de mucha influencia (por unos videos de sexo que fueron divulgados culpándose a Al-Adsani.) Por este supuesto hecho fue aprisionado y llevado a una cárcel en Kuwait, donde fue maltratado repetidas veces. Lo peor, sin embargo, fue que posteriormente (7 de mayo de 1991) fue llevado al palacio del Emir de Kuwait donde lo encerraron en una pieza con colchones empapados en petróleo, les prendieron fuego. Esto tuvo consecuencias gravísimas para Al -Adsani: quemaduras muy severas de 25%. 
El peticionario fue llevado a Inglaterra para su curación. En Inglaterra siguieron las amenazas contra su persona, aconsejándolo que no tomara medidas ni hiciera públicos los hechos sucedidos.
3. EL PROCESO EN EL REINO UNIDO (Al-Adsani v. State of Kuwait)
El peticionario inició una acción civil de indemnización de perjuicios en el Reino Unido (UK) por daño extracontractual, para obtener compensación por el daño a su salud mental y física, causado por la tortura. También incluía las amenazas contra su vida y bienestar después de su vuelta a Inglaterra. La demandada era el Sheik y el Estado de Kuwait. 

Obtuvo en primera instancia una sentencia favorable por no haberse presentado la demandada (default judgment). 
La Corte de Apelaciones del Reino Unido dio el permiso para apelar y resolvió que el demandante debía demostrar que no procedía la inmunidad de Kuwait según la Ley de inmunidad del Estado (State Inmunity Act) una ley nacional de UK de 1978. La Corte hizo presente (parrs. 17-18 del caso) que el derecho internacional sólo podía usarse para asistir en la interpretación de la ley cuando había que suplir las lagunas del estatuto/ley y por lo tanto que en el caso de la ley de inmunidad no procedía. Esto, porque dicha ley establece claramente en qué supuestos no cabe aplicar la inmunidad de Estado. Según la ley cabe inmunidad de un Estado soberano por actos cometidos fuera de la jurisdicción del Estado del foro (e.d, ante el cual se está demandando en este caso UK). Descartó por lo tanto la tortura como excepción ya que las excepciones de la ley son taxativas y no incluyen la tortura cometida fuera del Reino Unido. 
El caso estaría cercano a la excepción en la sección 5 de la ley, pero no cabe en este supuesto: dispone que “un Estado no tiene inmunidad en lo que respecta a

 a) muerte o daño personal… causado por un acto u omisión (efectuado) en el Reino Unido.” 
Así, la Corte de Apelaciones descartó que se encontraran en el supuesto de una excepción y confirmó la inmunidad de Kuwait. También consideró no suficientemente probada la responsabilidad de ese Estado por las amenazas recibidas por el demandante de vuelta en UK, por lo que la cuestión pasó a centrarse únicamente en si existía inmunidad por los hechos ocurridos en Kuwait.

El demandante alegó que la prohibición de tortura constituía ius cogens. La Corte desestimó totalmente que pudiera existir una excepción implícita como esa (e.d. que no existe inmunidad cuando el Estado esté actuando en contra de la Ley de las Naciones) a la regla principal de la Ley de 1978. 
La sección 1.(1) de esta ley establece: “Un Estado tiene inmunidad de la jurisdicción de las cortes de UK con excepción de lo previsto en las siguientes normas de esta parte de la ley.” Nota: Véase la excepción de la sección 5 ya citada.

La Corte citó dos casos de EEUU donde se llegó a esta misma conclusión (párr. 18 del caso.)
Argentine Republic v. Amerada Hess Shipping Corporation   y
 Siderman de Blake v. Republic of Argentina.
Al-Adsani fue negado la posibilidad de apelar (leave to appeal) ante la House of Lords. Tampoco logró obtener compensación alguna por vía diplomática con autoridades Kuwaitíes. (E.d. agotó los recursos de jurisdicción interna.)
Una convención importante vinculada a la excepción de la sección 5 del State Immunity Act es The Basle Convention o la Convención Europea sobre Inmunidad de Estado. De hecho, la sección 5 de la ley de inmunidad implementa el artículo 11 de la Convención. La Convención establece el mismo supuesto, que para que quepa una excepción a la inmunidad al entablar una acción civil contra otro Estado parte los hechos debieron haber ocurrido en el territorio del Estado del foro, y además el autor del daño debió haberse encontrado en el Estado del foro en el momento del daño. 

El artículo 15 del Basle Convention ratifica la existencia de inmunidad en los casos que no están comprendidos en el artículo 11. 
En conclusión, el peticionario no tenía sustento en ninguno de estos dos documentos legales.

3. ASPECTOS DE DERECHO DE LA ECHR (el caso ante la Corte Europea deDDHH )
3a. Supuesta violación del art. 3 de la ECHR (párrs. 35-41 del caso):
El peticionario sostuvo que UK había fallado en su obligación internacional de asegurar el derecho de no ser torturado. Esto se debe entender en conjunto con los artículos 1 y 13 de la ECHR, que establecen respectivamente la obligación general de asegurar o reconocer los derechos de la convención; y de otorgar un recurso judicial para poder hacer valer sus derechos. El peticionario se fundó en que el hecho de que se otorgara inmunidad al Estado de Kuwait para entablar una acción civil en contra de éste había impedido poder acceder a dicho recurso por la tortura. 

El Gobierno se defendió alegando que la tortura misma no ocurrió en UK; la obligación positiva del artículo 1 sólo se extendía a prevenir la tortura, no a otorgar una compensación, y por último, que el otorgar inmunidad a Kuwait no contrariaba las obligaciones de UK bajo la ECHR.
La Corte Europea de DDHH (de ahora en adelante, “la Corte”) reconoció la importancia de la obligación de efectuar una investigación seria por parte de los Estados en relación con casos de tortura, pero por otro lado destacó que la obligación de los Estados en principio sólo se extiende a asegurarle este derecho a personas dentro de su jurisdicción. (citó el caso Soering v. UK, párr. 186). Reconoció en ese caso que existe una cierta extraterritorialidad limitada, pero que la extraterritorialidad  de esta obligación queda restringida al caso de expulsión de una persona en que exista riesgo de que sea torturada en el país donde se expulsará. La Corte concluyó que no ha sido violada la prohibición del artículo 3 porque la supuesta tortura no tuvo lugar en UK ni tampoco hubo autoridades de este Estado involucradas. La conclusión es que UK no tenía obligación de otorgar un recurso civil al peticionario con respecto a la tortura efectuada por autoridades Kuwaitíes (párrs. 39-41).
3b) Supuesta violación del art. 6.1 ECHR:

El peticionario alegó que se le había denegado access to court, es decir acceder a la justicia con el fin de que se determinara su acción (y los méritos de ésta) en contra el Estado de Kuwait y que esto constituía una violación al art. 6.1 de la Convención. Esto, basado en que la tortura es un delito civil en la ley de UK y que el Estado tendría jurisdicción. (párr. 45 del caso)

El Gobierno de UK respondió que el art. 6.1 no era aplicable al caso porque como había inmunidad  los hechos sustantivos caían fuera de la jurisdicción de las cortes nacionales y en consecuencia fuera del articulo 6. Invocó la regla absolutamente clara del Derecho inglés, haciendo el Osman test  sacando la solución contraria de ese caso, párr.44 del caso. (Osman v. UK, caso en el cual se determinó por los tribunales británicos que la policía no tenía inmunidad en una demanda por indemnización de perjuicios). 
La Corte primero revisó si este artículo era o no aplicable y llegó a la conclusión de que sí se aplicaba (párrs. 48-49). Desechó la tesis del gobierno de que el derecho sustantivo del art. 6 se hubiera extinguido por existir inmunidad. Aclaró que la inmunidad no hace que “una acción contra un Estado esté impedida in limine: si el Estado demandado se excusa con inmunidad la acción procederá a una audiencia y sentencia. La concesión de inmunidad no se debe ver como una calificante de un derecho sustancial sino como un impedimento procesal sobre el poder de los tribunales nacionales de determinar el derecho.”(párr. 48)
La Corte se dispuso a analizar el cumplimiento del artículo 6.1. Esta parte es la más importante del fallo, y también la más criticable. 
Intentaré hacer un resumen lo más acotado posible:

Puesto que este derecho no es absoluto y por lo tanto permite restricciones -a diferencia de la prohibición del art. 3- se debe hacer un test para discernir si la restricción efectuada por el Estado está conforme a la ECHR o no: primero hay que ver si existe un objetivo legítimo por el Estado. La Corte aceptó la postura de Estado de UK, de que existía un fin legítimo de cumplir con el principio de par in parem non habet imperium, como fundamento de promover buenas relaciones entre los Estados a través del respeto de la soberanía de otro Estado. (párr. 54).

Segundo, hay que ver si la medida adoptada por el Estado (en este caso, otorgar inmunidad a Kuwait) era proporcional al fin buscado. La Corte hizo una interpretación de acuerdo a los principios de interpretación de la Convención de Viena sobre derecho de los tratados, art. 31.3c, que dispone que se debe tomar en consideración cualquier norma de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes.  Con este análisis, la Corte concluyó que en principio las medidas que tomó UK aplicando las  normas de derecho internacional sobre inmunidad no pueden verse como imponiendo una restricción  desmesurada (o desproporcionada) al derecho de access to court del art. 6.1. Algunas restricciones deben verse también como inherentes al derecho del articulo 6, al igual como se considera el access to court como inherente al derecho del debido proceso, y un ejemplo de tal restricción inherente serían las limitaciones generalmente aceptada por la comunidad internacional como parte de la doctrina de inmunidad de Estado.(párr. 56)

La Corte en seguida destaca que la ley de 1978 está acorde al Basle Convention. También reconoce que los hechos ocurridos al peticionario, de ser ciertos, constituyen tortura, párr 58. (cita los casos Aysoy v Turquia y Selmouni v Francia). Además nombra los recientes casos en los cuales se ha reconocido la prohibición contra la tortura como una norma perentoria  o de jus cogens entre los cuales figura el caso Pinochet de House of Lords (ver párrs 34 y 60) y el caso del ICTY,  Prosecutor v. Furundzija. La Corte reconoce este carácter de norma perentoria de la prohibición de la tortura, pero hace la importante distinción con el presente caso: los dos casos nombrados tratan la responsabilidad criminal de un individuo (Pinochet) por actos de tortura, mientras que en el caso de Al-Adsani se trata de una inmunidad de Estado en el marco de una demanda civil por daños con respecto a actos de tortura dentro del territorio de ese mismo Estado que alega inmunidad, (párr. 61). Además, la Corte hace otra comparación con el caso Pinochet. Según la Corte, en este caso nunca se tocó el tema o se afectó la inmunidad ratione personae del Estados extranjeros soberanos (como sujetos del Derecho Internacional) en relación a la jurisdicción civil en casos de tortura, sino que el caso trató más bien la inmunidad ratione materiae de la jurisdicción criminal de un ex jefe de Estado, que en ese momento se encontraba físicamente en UK (párr. 65). Ver también el voto del juez Millett del caso Pinochet.
A partir de esto, la Corte saca su conclusión final, yéndose por una línea más bien conservadora en mi opinión. La conclusión es básicamente que a pesar de que reconoce el carácter especial de la prohibición de la tortura en el Derecho Internacional, la Corte no puede discernir en las convenciones internacionales, jurisprudencia u otros materiales una base firme como para poder concluir que un Estado ya no goza de inmunidad de demandas civiles en los tribunales de otro Estado donde se le imputan actos de tortura. Reconoció el esfuerzo del Working Group del ILC (International Law Commission) en su Informe de 1999 sobre Inmunidades Jurisdiccionales de Estados y su propiedad pero no le otorgó peso como para modificar la norma de inmunidad. Finalmente estableció que aún no existe consenso en el Derecho Internacional de la propuesta de que los Estados no tienen inmunidad en cuanto a demandas civiles por indemnización en caso de tortura. Por eso, no se puede considerar que haber otorgado inmunidad a Kuwait haya constituido una restricción injustificada al derecho a access to court del peticionario. (párr. 67).  
4. FALLO:
La Corte sostiene unánimemente que UK no ha violado el artículo 3 y por nueve votos contra ocho (ojo! fallo muy dividido) que no ha habido una violación del artículo 6.1 de la ECHR.

b) Votos concurrentes 

Juez Zupancic; Jueces Pellonpää apoyado por Bratza que destacan las consecuencias prácticas que hubiese tenido la postura contraria aprobando la posición de la Corte de Apelaciones de UK.

c) Votos disidentes:

Jueces Rozakis, Caflisch apoyados por jueces Wildhaber, Costa, Cabral Barreto y Vajic.

Este fallo es muy relevante ya que reúne a seis de los ocho jueces que votaron en contra y que perdieron la votación por estrecho margen:
El fallo critica el resultado en cuanto al art. 6.1, acceso a la justicia. Trata en su punto final la diferenciación hecha por la mayoría en relación a los estándares aplicables en materia civil y penal.

El razonamiento es criticable ya que el fallo de mayoría aceptó que la prohibición de la tortura es una norma de jus cogens, pero al mismo tiempo no tomó en cuenta la necesaria consecuencia de una norma de este carácter: que tiene rango superior a culquier otra regla que no tenga ese mismo status. La consecuencia de un conflicto de una norma de jus cogens y cualquier otra norma de derecho internacional es que la primera prevalece.

Además, la mayoría de la Corte no niega que las normas de derecho internacional sobre inmunidad de los Estados no pertenezcan a la categoría de normas jus cogens. Está claro que nunca se han considerado como tales ya que pueden ser renunciadas en un contrato p.ej.

La conclusión es que el aceptar la naturaleza de norma jus cogens de la prohibición de tortura, conlleva que un Estado no puede invocar una norma jerárquicamente más baja para evitar las consecuencias de haber quebrantado una norma de jus cogens. Kuwait no puede esconderse tras las reglas de inmunidad de Estado para evitar los procedimientos por una seria acusación de tortura y UK no puede aceptar tal excepción procesal tampoco. 

Los jueces reafirman que el impedimento procesal de inmunidad debe levantarse automáticamente al tratarse de una interrelación entre una norma de jus cogens de prohibición de la tortura y por otro lado, de la inmunidad de Estado porque la última carece de todo efecto legal en ese caso.

El fallo de minoría también critica el Derecho nacional/interno, que no puede utilizarse con el fin de crear más impedimentos procesales sino que debe interpretarse de acuerdo con y a la luz de los preceptos imperativos de jus cogens (punto 3 del voto).

Finalmente considera errónea la conclusión extraída de la diferenciación hecha entre la inmunidad en materia civil y penal: primero, las mismas cortes inglesas nunca hicieron esta distinción sino que se remitieron sólo a su propia ley. Segundo, la distinción está en discordancia con la esencia de la operación que se debe realizar en presencia de una norma de jus cogens: es erróneo pensar que la naturaleza del proceso decide el efecto que debe tener una norma de jus cogens sobre otra norma de derecho internacional. Lo decisivo es en cambio el carácter de esta misma y su interacción con una norma de menor valor jerárquico. Al ser la prohibición de tortura una norma de jus cogens actúa en la esfera internacional y priva a la norma sobre inmunidad del Estado de todos sus efectos legales en esa misma esfera. 

La conclusión final es por consiguiente en que los tribunales ingleses erraron en considerar que no tenían jurisdicción para conocer de la demanda del peticionario en virtud del impedimento procesal de inmunidad de Estado y por la aplicación de la ley de inmunidad. Se le privó al peticionario su derecho de acceder a la justicia inglesa y por lo tanto, este derecho fue violado.    

El voto del juez Loucaides es muy valioso en el sentido de hacer una fuerte crítica a la inmunidad como impedimento procesal en cuanto impide llegar a conocer los méritos del caso. Considera que siempre que la inmunidad se aplique en forma automática, viola el derecho al debido proceso al no poder realizar los jueces un balance entre los distintos intereses en juego. 
5. TEMAS A DISCUTIR:

- el fallo de mayoría y el hecho de que consideren que aún no existe aceptación/consenso en derecho internacional sobre la propuesta de que los Estados no gozan de inmunidad con respecto a demandas civiles.
- el conflicto producido entre las normas de inmunidad del Estado y la norma de jus cogens que establece la prohibición de la tortura.

- el análisis de la ley de inmunidad hecha por la Corte de Apelaciones británica 
- ¿es correcto hacer la distinción entre demanda civil y penal en un caso de tortura?
- la opinión del Lord Justice Ward “there may be no international forum where this terrible, if established, wrong can receive civil redress” (Traducción: “es posible que no exista ningún foro internacional donde este terrible mal –si es efectivo- pueda recibir reparación civil”) (final del párr. 18)
Nota: este resumen del caso lo hice sólo con el propósito de facilitar la comprensión del caso, no está hecho como un trabajo formal ni nada por el estilo! Todas las traducciones son mías por lo que podría haber errores. Es necesario basarse en el fallo original en inglés para cualquier desarrollo. Los casos que cita la Corte Europea son todos de esta misma Corte.
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Taller de memoria de Prof. Ximena Fuentes

6. OTROS FALLOS RELACIONADOS CON INMUNIDAD:

6.1 Casos de la Corte Europea de DDHH

- Waite and Kennedy v. Germany;  Beer and Reagan v. Germany (inmunidad de una O.I, la European Space Agency, ESA, y análisis de la Ley de Inmunidad alemana, los dos casos son parecidos y paralelos)

- Osman v. UK  (caso en el cual se determinó por los tribunales británicos que la policía no tenía inmunidad en una demanda por indemnización de perjuicios)
- Mc Elhinney v. Ireland ( actuación de soldado británico en territorio irlandés, inmunidad de éste) ver voto de juez Loucaides
- Fogarty v. UK ver voto de juez Loucaides
- Fayed v. UK (tres hermanos que demandan a los investigadores públicos tras haberse dado a conocer ciertos hechos que les dañaba su reputación en dicha investigación, inmunidad de estos investigadores)
- Ashingdane v. UK ( inmunidad del personal de hospital de enfermos mentales)
- T.P and K.M v. UK ( inmunidad de autoridades que le habían quitado hijo a madre)  

- A. v. UK (inmunidad parlamentaria)
6.2 Casos de otras Cortes (nombrados en Al-Adsani):
- Regina v. Bow Street Metropolitan Stipendiary and Others, ex parte Pinochet (nro. 3) de House of Lords, Sentencia de 24 de marzo de 1999 (2000), appeal cases 147.
- Prosecutor v. Furundzija, de ICTY (el tribunal penal internacional para la ex–Yugoslavia) sentencia de 10 diciembre 1998, caso nro. IT-95-17/I-T (1998)
- Controller and Auditor General v. Sir Ronald Davidson (1996) New Zealand, 2 New Zealand Law Reports p. 278, en particular en 290,  
- Princz v. Federal Republic of Germany, opinion disidente de1 juez Wald, EE.UU.  26F 3d 1166, (DC Cir. 1994) pp. 1176-1185
- Saudi Arabia v. Nelson,  100 International Law Reports 544.
- Argentine Republic v. Amerada Hess Shipping Corporation  488 US 428 (1989)
- Siderman de Blake v. Republic of Argentina, 965 F 2d 699 (9th Cir. 1992) EE.UU.
